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LEGITIMACIÓN ACTIVA DE LA SINDICATURA 

EN LA INTERVENCIÓN JUDICIAL
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SUMARIO
La sindicatura se encuentra legitimada para solicitar la intervención judicial de la sociedad, 
pues la naturaleza del instituto y el bien jurídico protegido junto con las normas que re-
gulan la sindicatura hacen posible dicha solicitud. El síndico posee legitimación activa para 
solicitar la intervención judicial de aquella sociedad que fiscaliza. 
Siendo la intervención judicial una medida cautelar accesoria de la acción de remoción del 
administrador, todos aquellos que pueden promover dicha acción de remoción se encuen-
tran legitimados para solicitar precautoriamente la intervención. Si el síndico puede solici-
tar la remoción judicial del directorio, no existe impedimento jurídico para que, accesoria-
mente, solicite la intervención judicial de la sociedad.
El bien jurídico protegido por las normas en el instituto de la intervención judicial y las 
facultades/deberes de la sindicatura son el fundamento medular para la legitimación activa 
en la solicitud de intervención por parte del síndico. El fundamento último de su legitima-
ción radica en la defensa de la sociedad y sus intereses.
La finalidad de las normas cobra vital importancia, siendo su interpretación la llave para 
desentrañarlas; de esta manera los intereses protegidos por las normas societarias del ins-
tituto bajo análisis y su espíritu son el faro que alumbra la interpretación y que habilita la 
legitimación activa de la sindicatura.

INTRODUCCIÓN:
La Ley General de Sociedades regula la intervención judicial de la sociedad en la Sección 
XIV del Capítulo I, en los artículos 113 a 117. Dice el primero de los artículos mencionados 
que “cuando el o los administradores de la sociedad realicen actos o incurran en omi-
siones que la pongan en peligro grave, procederá la intervención judicial como medida 
cautelar con los recaudos establecidos en esta Sección, sin perjuicio de aplicar las normas 
específicas para los distintos tipos de sociedad”. De esta manera la norma parece cir-
cunscribir el instituto bajo estudio a la mencionada Sección, pero con la aplicación de las 
normas específicas de los distintos tipos societarios. 
Como veremos en el presente trabajo, distintas normas y específicamente la naturaleza ju-
rídica y el bien protegido con la intervención judicial de la sociedad, permiten que el síndico 
posea legitimación activa para solicitar la mencionada intervención. 
La intervención judicial es una medida cautelar adoptada en mérito a la potestad judicial diri-
gida a proteger los derechos del socio y de la sociedad mediante la intromisión o control de un 
órgano jurisdiccional dentro del órgano administrativo, por una persona (interventor, adminis-
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trador o veedor) auxiliar del juez, restringiendo así el derecho a la libre gestión patrimonial2.
Se trata de una medida cautelar dentro del juicio de remoción, de carácter general y excep-
cional, que se adopta sobre el órgano de administración en los casos de urgencia y necesi-
dad que denoten una gravedad tal que se vea afectado el interés social3.
Se deberá tener en cuenta que es una medida de carácter excepcional, adoptada por el juez 
en base al requerimiento fundado de parte legitimada, con invocación de causas graves que 
pongan en peligro la sociedad o le puedan causar un daño actual o inminente, vinculadas 
con la actuación de la administración social, tendiente a sustituir, limitar o controlar el ór-
gano en sus funciones societarias, para evitar las consecuencias de tal actuación4.
No cabe dudas que las normas autorizan a interponer dicha medida al socio (art. 114) y al 
órgano de contralor estatal (art. 303), pero como analizaremos en el presente trabajo la 
sindicatura también se encuentra habilitada para ello. 
		
BIEN JURÍDICO PROTEGIDO:
El bien jurídico tutelado es el interés societario y quien tenga una conducta contraria al 
mismo no obtendrá amparo del ordenamiento. La ley con la regulación del presente institu-
to pretende evitar que el administrador en el ejercicio de sus funciones desvíe o lesione el 
interés tutelado. De esta manera dota a los legitimados activos de esta acción cautelar, con 
el fin de impedir un daño inminente o su agravamiento en perjuicio de la sociedad.
El interés jurídico protegido es el interés social y no el interés particular de cada uno de 
los socios que han solicitado la medida; ni el interés de la mayoría, ni de la minoría; ni el 
particular, sólo el interés de la sociedad5. Es el interés del sujeto de derecho sociedad don-
de convergen el desarrollo o cumplimiento del objeto social y la obtención de utilidades 
para los socios, pero que significa también la prosperidad de la empresa6. Esto es de suma 
importancia pues dicho interés protegido será el que permitirá la solicitud de la medida 
por parte del síndico; sumado esto a otras facultades y deberes que posee y permiten la 
conexión que hace viable la interposición de la acción bajo estudio.
Podemos afirmar que, en la intervención societaria, siempre debe prevalecer el interés so-
cial por sobre cualquier otro interés7.

NATURALEZA JURÍDICA:
La intervención judicial societaria reviste características singulares, pues es una medida 
cautelar de excepción a la que puede acudirse luego de agotar las instancias internas con el 
fin de evitar un daño al interés de la sociedad o su agravamiento, derivado de una acción y 
omisión de los administradores y en el marco de su remoción. 
El instituto de características singulares se erige como una cautelar societaria de excepción8. 
Por último, al tratarse de una medida cautelar, a los fines de su concesión deben reunirse 
los requisitos propios de estas: verosimilitud en el derecho, peligro en la demora y contra-

2  Verón, Alberto Víctor, Ley de Sociedades: comentada y anotada, Ed. La Ley, Bs.As., 2010, pág. 295.
3  Richard, Efraín H – Muiño, Orlando Manuel, Derecho Societario, Ed. Astrea, Bs. As., 2007, Tomo 1, pág. 307.
4  Roitman, Horacio, Intervención Judicial, RDPC, 2001, citado por Molina Sandoval, Carlos A., Intervención Judicial de Sociedades 
Comerciales, Ed. La Ley, Bs.As., 2003, pág. 4.
5  Grispo, Jorge Daniel, Ley General de Sociedades, Ed. Rubinzal-Culzoni, Tomo II, pág. 113.
6  Junyent Bas, Francisco, Responsabilidad de los administradores societarios, Advocatus, 1998, pág. 156, citado por Grispo, Jorge 
Daniel, ob. cit., pág. 113. 
7  Grispo, Jorge Daniel, ob. cit., pág. 113.
8  Grispo, Jorge Daniel, ob. cit., pág. 116
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cautela. Otorgada la misma, es provisional y revocable. 
Por otro lado, la decisión adoptada por el juez, otorgando o negando su concesión es sus-
ceptible de recurso de apelación, recurso que también podrá versar sobre la contracautela 
que se requiera, sobre la graduación de la intervención o por las facultades del interventor, 
incluso por el plazo por el cual se la haya decretado9.

LEGITIMADOS ACTIVOS EN EL PEDIDO DE INTERVENCIÓN JUDICIAL:
La ley general de sociedades en su artículo 114 indica al socio como legitimado activo para 
peticionar la medida, debiendo acreditar su calidad de tal conforme el tipo social al que 
pertenezca.
En cuanto a la posibilidad de peticionar la intervención judicial por parte del síndico, en 
aquellas sociedades donde el mismo se encuentre a cargo de la fiscalización (sea optativa 
u obligatoria) algunos autores niegan dicha facultad10; mientras que otros autores11, en 
posición que compartimos, afirman que la sindicatura está legitimada para solicitar la in-
tervención judicial de la sociedad.
Estamos convencidos que el síndico posee legitimación activa para solicitar la intervención 
judicial de aquella sociedad que fiscaliza. Ello por cuanto siendo la intervención judicial 
una medida cautelar accesoria de la acción de remoción del administrador, todos aquellos 
que pueden promover dicha acción de remoción se encuentran legitimados para solicitar 
precautoriamente la intervención. 
Si el síndico puede solicitar la remoción judicial del directorio (v. gr. 265 LGS), no existe 
impedimento jurídico para que, accesoriamente, solicite la intervención judicial de la so-
ciedad, pues quien puede lo más (remoción) puede lo menos (intervención)12. Entonces, 
siendo la intervención judicial una medida precautoria accesoria a la acción de remoción de 
los administradores, parece evidente que todos aquellos que se encuentren legitimados 
para promover dicha acción de remoción, pueden solicitar la intervención como cautelar 
de dicha acción13. 
También, como indica Molina Sandoval, la legitimación surge de la propia inteligencia del 
artículo 294 inc. 9, que atribuye al síndico la facultad/deber de vigilar que los órganos 
sociales den debido cumplimiento a la ley, estatuto, reglamento y decisiones asamblea-
rias. Debiendo entenderse que el término “vigilar” incluye en su extensión la facultad de 
solicitar la intervención de la sociedad; pues, de nada sirve que el síndico pueda vigilar el 
funcionamiento del órgano de administración si no puede asumir algún tipo de medida en 
cumplimiento de su deber de vigilancia14.

9  Cornes Sangiao, Santiago, Sociedades. Según las reformas de la ley 26.994, Dir.: Gebhardt, Marcelo, Coord.: Romero Miguel Álvaro, 
Ed. Astrea, 2016, págs. 110.
10  Entre otros: Sasot Betes, M y Sasot, M, Sociedades anónimas. El órgano de administración. Ed. Abaco, Bs. As., 1980, t. 2, pág. 397; 
Cámara, Héctor, Derecho Societario, Ed. Depalma, 1985, pág. 651; Zunino, Jorge Osvaldo, Régimen de Sociedades. Ley general 19.550, 
Ed. Astrea, Bs. As., 2016, pág. 112; Cornes Sangiao, Santiago, ob. cit., págs. 108 y 109.
11  Entre otros: Nissen, Ricardo Augusto, Ley de Sociedades Comerciales, Ed. La Ley, 2017, Tomo II, págs.. 256 y 257; Verón, Alberto 
Víctor, Ley de Sociedades, Ed. La Ley, Bs. As., 2010, pág. 301, del mismo autor en, Tratado de los Conflictos Societarios, Ed. La Ley, 
Bs.As., 2006, págs. 451 y 452; Molina Sandoval, Carlos A., Intervención Judicial de Sociedades Comerciales, Ed. La Ley, Bs. As., 2003, 
págs.. 132 a 134; Roitman, Horacio, Intervención judicial, en RDPC, N°2001-1, Rubinzal Culzoni, pág. 244; Palomino, Luis Alberto, 
Intervención judicial de sociedades comerciales, en LL:1996-D-1502; Romano, Alberto Antonio, Código de Comercio, Comentado y 
Anotado, Dir. Rouillón – Coord. Alonso, Ed. La Ley, 2006, pág. 264.
12  Molina Sandoval, Carlos A., ob. cit. pág.134.
13  Nissen, Ricardo Augusto, ob. cit., pág. 257; del mismo autor: Ley de Sociedades Comerciales, Ed. Abaco, Bs. As., 1997, Tomo 2, 
pág. 291. 
14  Molina Sandoval, Carlos A., ob. cit., pág. 132 y 133.
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Como refiere Nissen, la función principal de la sindicatura es la vigilancia de los órganos 
sociales, mal podría dicho funcionario cumplir con sus funciones si sus obligaciones con-
cluyen con sólo asentar su protesta en el caso de que los administradores, violando la ley, 
estatuto o reglamente, pusieran a la sociedad en peligro grave; pues, como custodio de la 
legalidad del funcionamiento de todos los órganos sociales, no le cabe otro camino, para 
cumplir adecuadamente sus responsabilidades15.
Además, la legitimación del síndico social, o de quien ostente la fiscalización privada del 
ente, ha sido reconocida ante el agotamiento de los recursos legales y estatutarios pre-
vistos; con fundamento en la responsabilidad solidaria por la omisión de los directores y 
frente al deber del síndico de actuar como un “buen hombre de negocios”16.
Creemos que es de vital importancia el interés jurídico protegido, esto es, el interés social. 
Pues, el síndico debe velar por el cumplimiento de los otros órganos de dicho interés y la 
desviación o afrenta contra dicho interés autoriza a utilizar los mecanismos o institutos 
regulados por el ordenamiento societario en post de hacer cesar dicho incumplimiento que 
produce un daño a la sociedad o lo agrava.
Entonces, el bien jurídico protegido por la norma y las facultades/deberes de la sindicatura 
son el fundamento medular para la legitimación activa en la solicitud de intervención so-
cietaria por parte del síndico.
Siendo que la intervención no necesariamente implica la separación del administrador, 
pues puede consistir en una veeduría o coadministración, no se advierte cual es el perjuicio 
para la sociedad o los socios que sea el síndico quien interponga la acción, acreditando el 
resto de los extremos que hacer procedente la medida. El fundamento último de su legiti-
mación radica en la defensa de la sociedad y sus intereses.
Así, la finalidad de la norma cobra vital importancia, siendo su interpretación la llave para 
desentrañarla. Conforme lo normado en el artículo 2 del Código Civil y Comercial de la 
Nación, la ley debe ser interpretada teniendo en cuenta no solo sus palabras, sino también 
sus finalidades. De esta manera los intereses protegidos por las normas societarias del 
instituto bajo análisis y su espíritu son el faro que alumbra la interpretación que habilita la 
legitimación activa de la sindicatura.

15  Nissen, Ricardo Augusto, ob. cit., pág. 257.
16  Palomino, Luis Alberto, Intervención judicial de sociedades comerciales, en LL:1996-D-1502, pág. 1505.
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